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RESUMEN 

 

 En los últimos años, se ha suscitado un importante debate doctrinal entre los 

estudiosos del derecho internacional humanitario sobre la noción de la responsabilidad 

de proteger. 

Este documento estudia la génesis de la intervención humanitaria a partir del 

denominado derecho de injerencia, y en concreto su aplicación en el año 2011 en Libia, 

y las circunstancias que rodearon esta intervención, extrayendo finalmente una serie de 

conclusiones sobre la viabilidad de su posible implementación en la actualidad. 

 

 

ABSTRACT 

 

In the last years, an interesting debate has been raised between the communities 
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of the international law studies about the notion of the responsibility to protect. 

 This document studies the genesis of the humanitarian intervention from the so 

called right to intervene and its possible application in 2011 in Libya, and the 

circumstances around this intervention, extracting finally a series of conclusions about 

the viability of its possible implementation in the current times. 
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 “Dos linajes solos hay en el mundo, que son el tener y el no tener”. 

Miguel de Cervantes 

 

 

1. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN INICIAL. 

 

En los últimos años, especialmente a partir de crisis humanitarias y políticas 

como las de Darfur, Myammar o Siria, uno de los temas que ha suscitado un importante 

debate doctrinal entre los estudiosos del derecho internacional humanitario pero, sobre 

todo, un importante debate político a escala internacional, ha sido el de la noción de la 

responsabilidad de proteger. 

Este es un concepto (jurídico) enunciado a partir de la evolución de otra noción 

igualmente controvertida como es la de así llamada intervención humanitaria, derivada 

igualmente de una idea anterior conocida como el derecho de injerencia. 

Antes de proceder a investigar estos conceptos, y a continuación su posible 

aplicación en el actual conflicto de Libia, es preciso mencionar que en el trasfondo de 

todos los debates sobre estas crisis e intervenciones internacionales ya aparecía en el 

pasado reciente la necesidad de protección de los derechos humanos (idea introducida y 



 

discutida en la agenda internacional después del fin de la Guerra Fría, eso sí bajo ciertas 

circunstancias y supuestos restrictivos), en este caso a través de la ―última ratio regis‖, 

esto es de la acción militar con finalidades relacionadas con la prevención, la reacción y 

la reconstrucción en la crisis o conflicto en cuestión. 

Sin embargo, y pese al título de este ensayo, no me gustaría considerar a la 

acción armada como una mera función, así denominada militar. 

La gravedad que supone el empleo adecuado de la fuerza militar exige un 

análisis cuidadoso de las posibles circunstancias en que se producirá el empleo de la 

fuerza armada y las posibles consecuencias de su empleo (positivas y negativas). 

De ahí la importancia de este tema y en concreto del asunto en cuestión. 

 

 

2. ANTECEDENTES. 

 

Hasta el final de la guerra fría, en el orden internacional establecido tras la 

Segunda Guerra Mundial, los principios westfalianos de la soberanía nacional y la no 

injerencia en asuntos internos eran los principios básicos que regían  el escenario 

político del momento, eso sí con  las limitaciones impuestas por la así llamada 

bipolaridad. 

Pero en los años noventa y finales del siglo XX, conforme crecía el número y 

alcance de los conflictos interestatales o internos –en comparación con los interestatales, 

anteriormente predominantes–,  y a su vez cambiaba la naturaleza de los anteriores (la 

guerra convencional era sustituida por la guerra asimétrica, y más recientemente por la 

conocida como guerra híbrida), la comunidad internacional hubo de empezar a 

plantearse cómo hacer frente a estos nuevos retos y amenazas para la paz, la estabilidad 

internacionales y la protección de los derechos humanos
3
. 

Desde el liberalismo incipiente de los primeros años del siglo XX hasta nuestros 

días se propone finalmente la sustitución de la así conocida como autorregulación para 
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todos estos asuntos, por un mecanismo de seguridad colectiva
4
, en el cual, el principal 

interés nacional de los Estados sería la consecución de la paz y la armonía entre las 

naciones, como el mejor de los mecanismos para garantizar la propia seguridad y el 

bienestar común de los ciudadanos (y anteriormente sus derechos fundamentales)
5
. 

Carrillo Salcedo nos dirá que existen tres ramas del Derecho Internacional que 

han nacido para la protección de la dignidad humana: El Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, el Derecho Internacional, Humanitario y el Derecho Internacional 

de los Refugiados. Particularmente, la reflexión sobre la intervención humanitaria fue 

impulsada a partir de 1998 por el Secretario General de la ONU, Kofi Annan, que abogó 

por consensuar unos principios legítimos y universales, en el marco del derecho 

internacional, para proteger a la población civil de violaciones de los derechos humanos 

6
(masivas y sistemáticas). 

Ahora bien, como ha escrito Raj Rana, el periodo posterior a la guerra fría se 

caracterizó por una creciente ―militarización‖ de la acción humanitaria, desplegándose 

fuerzas armadas (en el marco de misiones de mantenimiento de la paz) con el objeto de 

realizar acciones humanitarias
7
. Singularmente, a raíz de las tragedias de Ruanda y los 

Balcanes en los años noventa, la comunidad internacional comenzó a debatir seriamente 

sobre cómo reaccionar con eficacia cuando los derechos humanos de los ciudadanos son 

objeto de violaciones graves y continuas. 

Lo fundamental de esta cuestión es, desde mi punto de vista,  y desde el de 

reputados autores como Villasante o Betegón (ver bibliografía) considerar si los Estados 

tienen soberanía incondicional sobre todos sus asuntos o si la comunidad internacional 

tiene el derecho de intervenir en un país con fines humanitarios para, por ejemplo, 

garantizar que no se produzcan violaciones de derechos humanos, como las 

anteriormente mencionadas. 
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3. EL DERECHO DE INJERENCIA Y LA RESPONSABILIDAD DE 

PROTEGER. 

 

En su Informe sobre el Milenio del año 2000
8
, (Naciones Unidas, 2000) el 

entonces Secretario General Kofi Annan, recordando que el Consejo de Seguridad no 

había actuado con decisión en Ruanda y en la ex Yugoslavia, ponía a los Estados 

Miembros ante la disyuntiva siguiente: «Si la intervención humanitaria es, en realidad, 

un ataque inaceptable a la soberanía, ¿cómo deberíamos responder a situaciones como 

las de Ruanda o Srebrenica y a las violaciones graves y sistemáticas de los derechos 

humanos que transgreden todos los principios de nuestra humanidad común?». 

Fue entonces cuando una Comisión Internacional sobre Intervención y Soberanía 

Estatal, liderada por Canadá, se encargó de preparar un informe con recomendaciones 

sobre lo que bautizó como la responsabilidad de proteger, publicado en diciembre del 

año 2001
9
. 

El concepto propuesto era revolucionario para el sistema internacional, en la 

medida en que ponía en cuestión los principios westfalianos de la soberanía nacional y 

la no injerencia en asuntos internos hasta entonces vigentes (Ver resoluciones anteriores 

en bibliografía). 

En 2004, el Grupo de alto nivel sobre las amenazas, los desafíos y el cambio, 

establecido por el Secretario General Kofi Annan, hizo suya la norma que acababa de 

plantearse acerca de la responsabilidad de proteger, a menudo denominada «R de P», y 

afirmó que se trataba de una responsabilidad colectiva internacional, ―ejercida por el 

Consejo de Seguridad‖ por la que se autorizaba la intervención militar como último 

recurso en caso de genocidio y otras matanzas en gran escala, limpieza étnica y graves 

violaciones del derecho humanitario, ―que los gobiernos soberanos hubiesen 

demostrado no poder o no querer evitar‖. 
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El grupo propuso los criterios básicos que legitimarían la autorización del uso de 

la fuerza por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, incluida la gravedad de la 

amenaza, el hecho de que debe ser el último recurso, y la proporcionalidad de la 

respuesta. 

La Cumbre Mundial de la ONU de 2005 lo consagró en su Documento Final
10

, 

en el que se afirmaba que: «Cada Estado es responsable de proteger a su población del 

genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa 

humanidad (…)» (artículo 138); «La comunidad internacional, por conducto de 

Naciones Unidas, tiene también la responsabilidad de utilizar los medios diplomáticos, 

humanitarios y otros medios pacíficos apropiados, de conformidad con los capítulos VI 

y VIII de la Carta de Naciones Unidas, para ayudar a proteger a las poblaciones del 

genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa 

humanidad. En este contexto, estamos dispuestos a adoptar medidas colectivas, de 

manera oportuna y decisiva, por conducto del Consejo de Seguridad, de conformidad 

con la Carta de  Naciones Unidas‖. 

En concreto y en relación con este asunto, y de acuerdo al artículo 2.4 de la carta 

de las Naciones Unidas el uso de la fuerza ―más allá de las fronteras propias está 

prohibido‖ existiendo dos excepciones fundamentalmente: 

El Consejo de seguridad puede de acuerdo con el artículo 42 del Capítulo VII de 

la Carta autorizar el uso de la fuerza en determinadas circunstancias (que podrían ser las 

mencionadas anteriormente), y por otro lado con arreglo al artículo 51 del mismo 

Tratado los Estados tienen derecho al uso legítimo de la fuerza para realizar la defensa 

de su soberanía. 

Realmente el deber o derecho de injerencia, un pariente no muy lejano del 

concepto de la responsabilidad de proteger, como dijimos, fue un principio ya 

promovido anteriormente, en los años 80, por diversos juristas, autores y pensadores, 

como Calderón Peragón
11

, y también Bettati y Kouchner
12

 quienes manifestaron que el 
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principio de la no injerencia en los asuntos internos de los Estados ya no era defendible 

y que la comunidad internacional debía intervenir, por la fuerza de ser preciso, en 

aquellos países donde la población civil sufriera graves violaciones de los derechos 

humanos
13

. 

Ahora bien, la expresión implicaba por encima de todo un comportamiento ético, 

deducido de cierta subjetividad moral o religiosa, pero no de una obligación jurídica. En 

este sentido, observa P. M. Dupuy
14

 que no se trata de un verdadero ―deber de 

injerencia‖ de los Estados en los asuntos internos de otro Estado, sino de un derecho de 

terceros Estados de suministrar asistencia humanitaria, o ―derecho de injerencia‖
15

, 

correspondiendo finalmente al Estado territorial el aceptarlo. 

De este modo apareció en aquellos años en el contexto internacional el deber y 

derecho de injerencia, el cual se puede catalogar como un antecedente de la 

responsabilidad de proteger (R2P), como mencionamos
16

. 

En relación con esta base normativa previa y las características clásicas del 

Estado soberano westfaliano –territorio, autoridad y población, a las que se suma de 

facto la necesidad de reconocimiento internacional–, la novedad del nuevo enfoque que 

hoy en día propugna Naciones Unidas reside en la idea de que el Estado tiene también la 

obligación esencial e ineludible de respetar los derechos humanos y proteger a la 

población propia. 

Si esto no ocurre por negligencia (incapacidad de proteger) o como resultado de 

una política deliberada (intención de aniquilar), o incluso por la incapacidad de 

gobernar, que sería el caso de los actuales estados fallidos o fracasados, entonces la 

responsabilidad pasa a la comunidad internacional, que puede adoptar medidas pacíficas 

o intervenir finalmente «por todos los medios necesarios», es decir, recurriendo al uso 

de la fuerza, previa autorización del Consejo de Seguridad con las finalidades de 

prevención, reacción y no olvidemos, reconstrucción. 
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El problema de esta noción de responsabilidad de proteger, origen de la 

controversia política y académica que la ha rodeado desde su nacimiento, es finalmente 

cómo hacerla operativa en sus (tres) facetas en la práctica
17

. 

La experiencia ha demostrado la dificultad de que la comunidad internacional la 

aplique de forma equitativa a intervenciones en distintos países del mundo, obviando 

otros factores incentivos o disuasorios de índole menos moral, y sin incurrir a los 

indeseados  dobles raseros, o intervenciones limitadas que no solucionan los problemas 

de fondo, y que en ocasiones los agravan. 

Ahora bien, aún ahora en nuestros días, esa responsabilidad de proteger aparece 

limitada totalmente a determinados supuestos, ya que ningún tratado de naturaleza 

unilateral o colectiva puede autorizar el uso de la fuerza si previamente éste no ha sido 

aprobado por el Consejo de Seguridad (cualquiera que sea el motivo). 

 

 

4. EL PRINCIPIO DE NO INTERVENCIÓN. 

 

Adicionalmente a esta primera afirmación, y en sentido contrario, podemos  

afirmar que el principio de no intervención en los asuntos internos de los Estados sí que 

ha sido reafirmado también a lo largo del tiempo en una serie de Tratados 

Internacionales, a saber: La resolución 95 de 1946 sobre los principios de Nuremberg, la 

declaración de la in-admisibilidad de la intervención, de 1965
18

, la declaración de los 

principios del derecho internacional concerniente a las relaciones amistosas y de 

cooperación entre los estados, de 1970
19

, y la declaración para el mejoramiento de la 

efectividad de los principios de abstención del uso de la fuerza en las relaciones 

internacionales de 1987, entre otros. 
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Lo cual sitúa la posible intervención a nivel jurídico, pero también a nivel 

práctico, en el ámbito de la stricta excepcionalidad en razón de los supuestos que 

analizaremos a continuación. 

Posiblemente, la Carta de las Naciones Unidas se sitúa como un elemento o 

mecanismo de seguridad colectiva más que de protección de los derechos humanos. 

De acuerdo a algunos autores, SimonChesterman
20

 por ejemplo, lo que ha 

ocurrido es que los delegados colocaron la protección de los derechos humanos en un 

segundo plano, hecho referido a la circunstancia que se haga referencia a la protección 

de estos últimos, y por tanto que se haga mención a este asunto en los artículos 55 y 56 

de la Carta de las Naciones Unidas, correlativamente a otros muchos asuntos. 

Thomas Frank
21

 y otros autores por otra parte hace referencia a una propuesta de 

enmienda francesa, al borrador de la Carta, para que los estados pudieran intervenir en 

otras naciones cuando ―existiera una violación clara de las libertades esenciales o de los 

derecho humanos constituyera una amenaza a la paz‖, lo cual, caso de haberse firmado, 

hubiera constituido una amenaza o excepción al artículo 2.4, eso sí, a mi parecer, un 

tanto vaga. 

En realidad, a mi modo de ver, sucesivamente, posiblemente y aunque no en la 

Carta, el marco de la organización también ha creado un marco legislativo muy amplio, 

y en ciertos casos efectivo, en lo referente a la protección de los derechos humanos, a 

seguir: la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio Internacional 

sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Convenio de Derechos Civiles 

y Políticos, el Convenio Internacionales sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación Racial, el Convenio sobre la Prevención y el Castigo del Genocidio, el 

Convenio de los Derechos Políticos de la Mujer, y otros
22

. 

No existe a pesar de esta colección jurídica, sin embargo, ningún Tratado o un 

derecho consuetudinario de intervención humanitaria que de ninguna manera autoricen 
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la intervención humanitaria de naturaleza individual o colectiva sin la autorización del 

Consejo de Seguridad y bajo el amparo del Capítulo VII de la Carta de Naciones 

Unidas, como anticipamos. 

Por otra parte, no hay duda, a mi entender, que son demasiadas las crisis y los 

conflictos recientes que han generado y están generando importantes tragedias 

humanitarias como para pensar que, definitivamente, la comunidad internacional ha de 

adoptar las medidas contundentes que puedan resultar necesarias para evitar los 

sufrimientos y los así llamados dramas humanitarios que, quizás, de manera 

absolutamente perversa, nos hemos acostumbrado a contemplar, periódicamente, en los 

medios de comunicación social
23

. 

El compromiso y la solidaridad con todos los seres humanos -al fin y al cabo, 

todos habitamos en un, aunque diverso, mismo y único planeta- debería comportar 

poner fin a situaciones como las que se están viviendo -por poner un solo ejemplo y 

como se refleja en este artículo, en Libia. De este razonamiento, y de otros similares, 

posiblemente provenga el impulso de Naciones Unidas sobre este asunto. 

Entonces podemos considerar, por ende, que debido a que la responsabilidad de 

proteger constituye una evolución del concepto de intervención humanitaria y, son de 

aplicación los principios humanitarios, y por su parte el derecho imperativo o 

juscogenspuede ser tenido como uno de los fundamentos de la responsabilidad 

internacional
24

. 

Cabría considerar como otro fundamento de la intervención la existencia de 

ciertas normas erga omnes (las normas erga omnes son aquellas que, de manera general, 

por la naturaleza de su contenido
25

, todos los Estados tienen un interés general en 

proteger). Así, se ha establecido que son consideradas normas erga omnes o imperativas 

aquellas normas, de manera general, relativas a la protección de la esclavitud y la 

discriminación racial, así como aquellas normas relativas a los derechos básicos de la 

persona humana, entre otras
26

. Asimismo, cabe destacar que las obligaciones erga 
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omnes generan consecuencias jurídicas especiales. En este sentido, la comunidad 

internacional en su conjunto tiene un interés y obligación de acabar con la ilegalidad de 

un acto que, por ejemplo, y en nuestra caso, viola derechos humanos fundamentales por 

ella establecidos. 

Puntualmente esto afecta a los que más defienden a las víctimas y honran su 

recuerdo, exigiendo también la posible actuación internacional la adopción de las 

medidas necesarias para evitar más el sufrimiento de los seres humanos. 

 

 

5. LA CRISIS LIBIA. 

 

Al hilo de caso de Libia que, y haciendo una referencia explícita a este asunto, 

comportó la invocación de la responsabilidad de proteger, autorizándose entonces a los 

Estados Miembros a emplear ―todas las medidas necesarias‖ (el eufemismo habitual que 

emplea el Consejo de Seguridad para referirse a la autorización del uso de la fuerza) 

para proteger a la población civil, haremos en resumen de los aspectos más importantes 

de esta controvertida crisis
27

. 

Realmente, haciendo un breve resumen de lo sucedido, enero 2011, las protestas 

iniciadas en Libia por contagio de la revolución de la vecina Túnez –con la detención de 

un activista de derechos humanos como detonante doméstico– derivaron en cuestión de 

semanas en una guerra civil a gran escala. 

La extrema violencia de la represión y el discurso de Gadafi en el que prometía 

detenerlas con un «baño de sangre» dieron lugar a inmediatos llamamientos a la 

intervención de la comunidad internacional, de los que participó desde el primer 

momento la UE
28

. 
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El Consejo de Seguridad de la ONU reaccionó con la aprobación de las 

resoluciones 1970 (26 de febrero) y 1973 (17 de marzo). La primera declaraba que los 

ataques extendidos y sistemáticos contra la población civil libia podían «equivaler a 

crímenes contra la humanidad», y abría así la puerta a una intervención humanitaria al 

amparo de la responsabilidad de proteger. De momento imponía también la prohibición 

de viajar y la congelación de activos a Gadafi y a las personas de su entorno 

inmediato
29

. 

La segunda resolución autorizaba ya a «tomar todas las medidas necesarias para 

proteger a la población civil», es decir, el uso de la fuerza, aunque excluyendo 

expresamente la presencia de «una fuerza de ocupación extranjera de cualquier tipo en 

cualquier parte del territorio libio». Así se daba luz verde, sobre el papel, a una 

intervención aérea limitada (imposición de una zona de exclusión aérea), 

complementada con embargos de armas y otros tipos, y destinada únicamente, 

supuestamente, a proteger a la población civil. 

La acción militar de la coalición internacional constituida ad hoc (Estados 

Unidos, Canadá, Reino Unido, Francia, Bélgica, Dinamarca, Noruega, Italia, España y 

Qatar) se inició el 19 de marzo bajo liderazgo estadounidense, aunque los bombardeos 

aéreos serían ejecutados esencialmente por Francia y Reino Unido; la OTAN tomaría a 

continuación el control de la operación a finales de mes. La resolución 1973 y la 

intervención resultante contaron inicialmente con el apoyo, en distinto grado, de 

bastantes estados árabes, musulmanes y africanos. 

Eso sí, en el Consejo de Seguridad, el texto solo pudo ser adoptado gracias a la 

abstención de Rusia y China, miembros permanentes que renunciaron a ejercer su 

derecho de veto, pero difícilmente podían votar a favor por su firme adhesión a la 

doctrina de no injerencia en asuntos internos. 

También optó por abstenerse en esta ocasión Alemania, poniendo en evidencia 

las divergencias existentes en el seno de una organización que puede considerarse 

directamente afectada en la crisis, esto es la UE. 

Debe ser citada en este texto la aprobación de la Decisión 2011/2010/PESC del 

Consejo, de 1 de abril de 2011, sobre una operación militar de la Unión Europea en 

apoyo de las operaciones de asistencia humanitaria como respuesta a la situación de 
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crisis existente en Libia (―EUFOR Libia‖), con la que la UE pretendía respaldar los 

mandatos de las Resoluciones 1970 y 1973 (incluido por tanto el uso de la fuerza), a 

través de una operación militar, destinada a apoyar la asistencia humanitaria en la 

región, a solicitud de la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de las NU. 

Según la citada Decisión, EUFOR Libia estará encargada de contribuir a la 

circulación y la evacuación seguras de las personas desplazadas, y de prestar ayuda  a 

las organizaciones humanitarias en sus actividades. 

Una misión similar a la que actualmente prepara esta misma organización 

internacional, cuatro años más tarde. 

Sin embargo, como el conflicto de Libia puso de manifiesto, en aquel momento, 

el uso de la fuerza empleado por la OTAN fue más allá de la autorización inicial y acabó 

amparando otras intenciones y llevando a cabo otras finalidades, entre las que se 

encontró el derrocamiento de un régimen autoritario incluido. 

En este sentido, además de la posible incorrecta aplicación de la responsabilidad 

de proteger, que la acabaría desprestigiando, es subrayable la nula implementación del 

tercer componente de esta responsabilidad (en relación con la responsabilidad de, en 

este caso, reconstruir), como pone de manifiesto la crítica situación actual de Libia, al 

borde de su completo colapso como Estado. 

Las razones humanitarias alegadas podrían haberse desvirtuado por la existencia 

de razones de Estado/s que habrían provocado la intervención internacional, que se 

habría producido, en este caso, no únicamente en aras de la protección de los derechos 

humanos y salvaguarda del ―interés común internacional‖. 

Esta teoría nos lleva al hecho, de que las «razones de Estado/s» puede justificar 

un comportamiento quizás no del todo correcto, en este caso cuando se actúa en la 

defensa del interés común o del beneficio público
30

; una opción quizás criticable desde 

el punto de vista de la ética o la moral (aunque posiblemente no desde el punto de vista 

la necesidad práctica de protección de los intereses de la sociedad o de la seguridad 

nacional). Un asunto realmente controvertido sin duda. 
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6. LAS RAZONES DE ESTADO Y LA INJERENCIA. 

 

De acuerdo con la «razón de Estado», la preservación del Estado, como un bien 

moral y una unidad de organización política, es un imperativo moral que no puede ser 

juzgado de acuerdo a los criterios usados para evaluar la conducta individual
31

. Un 

concepto quizás también muy controvertido, pero sobre el que estoy seguro al menos 

hacer una reflexión merece la pena
32

. 

Por ejemplo, el Presidente de los EEUU George Bush estableció en el año 2002 

la nueva doctrina estratégica de su país basada en lo que el denominaba la legítima 

defensa preventiva: ―[…] Los Estados Unidos, si es necesario, actuarán 

preventivamente para impedir o prevenir actos hostiles de nuestros adversarios‖
33

. 

Esta concepción de la legítima defensa preventiva, sin embargo, y como 

sabemos, como línea de acción política internacional de un Estado no tiene cabida 

alguna dentro de la carta de las Naciones Unidas
34

. 

Sin embargo, sí que puede ser cierto, que a pesar de que las intervenciones 

humanitarias se amparan en la moral internacional y en algunos casos en la legalidad, 

constituyen en algunos casos una herramienta al servicio de las potencias para 

propósitos político-económicos y el fomento de su propia seguridad, en la medida en 

que la decisión de intervenir o no obedece más a un análisis coste-beneficio para el 

Estado que interviene, y no para la población y el Estado que es intervenido. 

De acuerdo con Krauthammer
35

 las intervenciones deben ser ejecutadas 

solamente cuando los intereses nacionales claves están implicados (podríamos decir que 

este autor afirma que la injerencia en ciertas situaciones de excepcionalidad es 

legítima). 

Este afirma ―Intervenir solamente por razones de moralidad democrática es 

confundir la política exterior con la filantropía. Un filántropo da de su propio dinero. Un 
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hombre de estado es un fideicomisario.‖ Así, para Krauthammer, las metas nacionales 

no son solamente una justificación legítima para la intervención sino también una 

precondición central para cualquier intervención. 

Las intervenciones realizadas en Kosovo primigeniamente, y sucesivamente, en 

Libia, por ejemplo, responden en gran medida objetivos nacionales, dado que la 

inestabilidad de estos dos territorios comprometía en un futuro no solo la estabilidad y 

la seguridad regional sino también mundial. Así mismo, representaron la oportunidad 

propicia para instaurar en estos territorios gobiernos democráticos afines a occidente y a 

la economía de mercado, sin olvidar la importancia geoestratégica de estos dos Estados, 

lo que permite un aumento de capacidades para las potencias que intervienen, 

preservando un sistema favorable a sus propósitos. 

Según el informe de la Comisión Internacional sobre Intervención y Soberanía 

de los Estados del 2001, la intervención humanitaria se dirige en contra de un Estado o 

dirigentes de éste, por motivos humanitarios o de protección
36

. 

Sin embargo al ser los Estados, en el marco del UNSC, quienes deciden si es 

pertinente o no realizar la misma la intervención en cierto modo se desvirtúa de su 

objetivo inicial e incluye otros, posiblemente. 

Volviendo de nuevo al tema objeto de análisis, desde una óptica del 

neorrealismo, cuyo principal referente es Kenneth Waltz
37

, el interés nacional es una 

variable de gran importancia (no la única), que emana del sistema internacional y se 

traduce en la lucha por la supervivencia de los Estados en un entorno de operaciones 

anárquico e impredecible, esto es, en un ambiente donde no hay autoridad supranacional 

que regule de forma efectiva las relaciones entre Estados. 

Para Waltz
38

, la necesidad y el deseo de seguridad, conduce a los Estados a la 

acumulación del poder, dando así una explicación más elaborada de la consideración 

que merece el factor poder en las relaciones internacionales. 

Tanto Morgenthau como Waltz, comparten en sus teorías la idea de relacionar 

con claridad dos conceptos interesantes como son el de interés nacional y supervivencia, 

                                                 
36 ―The politics of ethical foreign policy: a responsibility to protect whom? (2010) European Journal of 

International Relations, 16: 441-461.  
37

 WALTZ, K. (2000), «Globalisation and American power», The National Interest, número 5, pp. 46-56, 

2000 
38

 WALTZ K. (1990), Theory of international politics, 1978; Waltz, Kenneth: «Realist thought and neo-

realist theory», Journal of International Affairs, Volumen 44, número 1, pp. 21-37, Spring 1990. 



 

implicando con ello una posible premisa de inmutabilidad, por ejemplo, de las fronteras 

territoriales
39

. Este concepto es particularmente interesante si se relaciona con las ideas 

relativas al papel que la seguridad (nacional) juega en el entorno geopolítico actual (y 

que estos no dudan en calificar de escenario de supervivencia) y las consideraciones que 

hemos realizado sobre los intereses propios, el derecho de injerencia y la 

responsabilidad de proteger. 

En este sentido la libre determinación de la conducta estatal, es tal y como F. 

Mariño afirma: ―[…] el requisito más específico y esencial en la determinación de un 

Estado como persona del derecho internacional: la independencia soberana‖ 
40

. 

Podemos deducir pues, en relación al actual estado del arte en relación a este 

asunto, que podrían existir una serie de circunstancias, como vemos, que facultan a los 

Estados, por aplicación del Pacto de la Sociedad de Naciones, y otras normas 

posteriores, hoy vigentes, a defenderse evidentemente, e incluso a intervenir, en razón 

de determinados motivos humanitarios (con las correspondientes autorizaciones 

legales), en razón de la existencia de motivos relacionados con los derechos humanos ( 

y quizás también con la seguridad común)
41

. 

Por otra parte, la globalización, la inestabilidad originada en el medio Oriente y 

en África debido a diversas causas (y otros aspectos), están provocando al menos una 

revisión parcial de este hasta ahora nuevo sistema de interrelaciones entre Estados, 

basado primigeniamente en los acuerdos de Bretton Woods
42

 y en las organizaciones 

políticas surgidas de la Guerra Fría (OTAN y Pacto de Varsovia particularmente), y 

transformado a lo largo del tiempo en las organizaciones económicas regionales de 

carácter supranacional (MERCOSUR, UNIÓN EUROPEA, ASEAN…), y otro tipo de 

alianzas políticas o militares entre las naciones
43

. 
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Por ejemplo, como es conocido en el plano doctrinal, algunos Estados 

suscribieron reservas a la aceptación de la competencia jurisdiccional de la CIJ
44

como la 

formulada por los EEUU, que según los términos de la ―Reserva Connally‖, según la 

cual, y aun habiendo aceptado la competencia de este Tribunal, de conformidad con el 

artículo 36.2 en 1946,  si un ámbito era considerado de competencia interna de los 

EEUU (un dominio reservado ―vital‖), como por ejemplo la protección de los intereses 

esenciales de seguridad, no correspondía aplicar la legislación internacional. 

En virtud de la reciprocidad esta reserva tiene la característica de dar a cualquier 

país que EEUU demande la posibilidad de invocar la reserva contra EEUU, en ese 

sentido la CIJ desestimaría una posible demanda
45

 existiendo en verdad numerosas 

críticas a la enumeración de la citada reserva (en función de la existencia de un artículo, 

38.2 del Estatuto de la CIJ en donde explícitamente se determina que los fallos de la CIJ 

son: ―[…] obligatorios, definitivos (…) e inapelables‖, como sabemos. 

Nos movemos pues en un terreno pantanoso, en el que como algunos autores han 

calificado, la responsabilidad de proteger se ha desvirtuado y se encuentra posiblemente 

en decadencia. 

De estos razonamientos deriva posiblemente la necesidad de determinar 

adecuadamente el marco necesario para que la responsabilidad de proteger provoque 

una intervención acorde a los fines humanitarios realmente perseguidos. 

Tal y como Xavier Pons afirma en sus comentarios sobre la obra de Gutiérrez 

Espada
46

 para contrarrestar la paletada de cal que ha sido el análisis de su in aplicación 

en el caso sirio, el autor ofrece una paletada de arena y recupera el Informe del 

Secretario General de 2012 sobre la responsabilidad de proteger, que acaba 

reconociendo la necesidad de una respuesta oportuna y decisiva si falla la prevención, y 

una vez conocidas las resoluciones del Consejo de Seguridad en los casos de la 

República Centroafricana (2013) y del Yemen (2014), estas ponen de manifiesto, desde 

el punto de vista del autor, la creciente convicción de que la protección de la población 

civil se está convirtiendo ya en un deber irrenunciable de la comunidad internacional a 

pesar de todo. 
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7. LA CRISIS LIBIA (SEGUNDA PARTE). 

Volviendo a Libia, en este caso es evidente, que la situación actual viene 

marcada por la existencia de una grave crisis humanitaria provocada por la migración 

masiva en el Mediterráneo ocasionada por la ausencia de gobernanza en Libia. 

Esta crisis ha provocado el compromiso (al menos teórico) de diversas 

organizaciones internacionales, entre ellas la UE, la Unión Africana y la Liga Árabe, 

con la unidad y la integridad territorial de Libia, así como la acuciante necesidad de 

impedir la propagación del terrorismo; en ese sentido Naciones Unidas ya emitió la 

Resolución 2174 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, aprobada el 27 de 

agosto de 2014
47

, que amplía las actuales sanciones internacionales impuestas a Libia 

para incluir la responsabilidad penal de aquellas personas que cometan o apoyen actos 

que supongan una «amenaza para la paz, la estabilidad o la seguridad de Libia, u 

obstruyan o socaven la realización exitosa de su transición política»; pidiendo además 

que examine la posibilidad de emprender nuevas acciones, incluida la adopción de 

medidas restrictivas.El 9 de octubre de 2015, el Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas aprobó la Resolución 2240. Dicha resolución refuerza la autoridad internacional 

para adoptar una serie de medidas contra el tráfico ilícito de migrantes y la trata de seres 

humanos desde el territorio de Libia (y sus costas). 

Dado que los combates durante este año 2015 se han traducido en una dramática 

escalada de la violencia, el hundimiento en el caos del país, numerosas víctimas y la 

destrucción de infraestructuras estratégicas, en concreto una organización internacional: 

la Unión Europea, ha lanzado una misión de ayuda humanitaria en razón de los motivos 

alegados por el impacto que la inseguridad general y el deterioro de la gobernanza en 

Libia están teniendo en la seguridad regional y europea
48

. 

La proliferación de armas, municiones, explosivos y el contrabando de armas, 

que suponen un riesgo para la población y para la estabilidad de Libia y de la región (y 

constatan el riesgo de que sirva de refugio seguro y base de entrenamiento para el 
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Daesh), pueden facilitar que incluso esta organización terrorista asuma el control del 

territorio, de la población, y cuando obtenga un mínimo reconocimiento internacional, 

pueda optar a convertirse en un estado westfaliano. Una circunstancia que estimo podría 

no ser tan lejana
49

. 

Por todo ello, la UE, en concreto, está por ello, desde el año 2015
50

, realizando 

una misión PCSD (fundamentalmente marítima) denominada ―Operación EUNAVFOR 

MED SOPHIA
51

. 

EUNAVFOR MED SOPHIA se lanzó ―operativamente‖ el 22 de junio de 2015. 

Su objetivo militar es realizar los esfuerzos que permitan identificar, capturar y 

deshacerse de los medios que usen o se sospeche que usen los contrabandistas y los 

traficantes de inmigrantes. Constituye una de las medidas de la UE encaminadas a 

terminar con la tragedia humanitaria que se está produciendo en el Mediterráneo y 

contribuye, en la medida de sus posibilidades, a la lucha contra la inestabilidad en la 

región para incrementar la seguridad tanto de las poblaciones del área como de los 

ciudadanos de la UE. 

EUNAVFOR MED SOPHIA contribuye pues, dentro de la respuesta integral de 

la UE a la inmigración ilegal, en lo referente (singularmente) al apoyo y salvamento de 

los inmigrantes y a la lucha contra las redes de contrabando responsables de la pérdida 

de vidas en la mar. La UE en este sentido aborda tanto los síntomas como las raíces del 

problema, que se identifican en: los conflictos existentes, la pobreza, el cambio 

climático y las persecuciones a las personas. 

Como se ha mencionado, el 9 de octubre de 2015, el Consejo de Seguridad de 

las Naciones aprobó la Resolución 2240 (2015). Dicha resolución reforzó la autoridad 

para adoptar medidas contra el tráfico ilícito de migrantes y la trata de seres humanos. 

En particular, en los párrafos 7, 8 y 10 de esa Resolución se autoriza a los 

Estados miembros a que, actuando individualmente o por conducto de organizaciones 

regionales que combaten el tráfico de migrantes y la trata de personas, y por un período 
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de un año, «inspeccionen los buques en alta mar frente a las costas de Libia cuando 

tengan motivos razonables para creer que han sido, están siendo o serán utilizados 

inminentemente para el tráfico de migrantes o la trata de personas desde Libia, siempre 

que los Estados miembros y las organizaciones regionales intenten de buena fe obtener 

el consentimiento del Estado del pabellón del buque antes de ejercer la autoridad 

conferida en el presente párrafo».  

También se autoriza a los Estados miembros a que «apresen los buques 

inspeccionados con la autoridad conferida en el párrafo 7 cuando se confirme que están 

siendo utilizados para el tráfico de migrantes y la trata de personas desde Libia, y 

subraya que, al adoptar nuevas medidas respecto de los buques inspeccionados bajo la 

autoridad conferida en el párrafo 7, incluida su enajenación, se respetará el derecho 

internacional aplicable, teniendo debidamente en cuenta los intereses de terceros que 

hayan actuado de buena fe», y empleen «todas las medidas que dicten las circunstancias 

para hacer frente a los traficantes y tratantes al llevar a cabo las actividades previstas en 

los párrafos 7 y 8 respetando plenamente el derecho internacional de los derechos 

humanos, según proceda».  

El 16 de octubre de 2015, el comandante de la operación EUNAVFOR MED 

SOPHIA, el Almirante Enrico Credendino,indicó que ―[…] la operación estaba 

preparada para la aplicación de la Resolución 2240 (2015) del Consejo de Seguridad 

(sic)‖. 

Tras el acuerdo alcanzado en el Comité Político y de Seguridad de la UE, el 

Consejo concluyó, el 18 de enero de 2016, que se cumplían las condiciones para que la 

operación procediera―a ejercer en alta mar frente a las costas de Libia la autoridad 

conferida por la Resolución 2240 (2015) del Consejo de Seguridad, de conformidad con 

la Decisión (PESC) 2015/778‖
52

.  

Como se aprecia, la Uniónactúa en esta operación en coordinación con las 

Naciones Unidas y los socios regionales; su acción tiene por objeto en primer lugar 

apoyar la lucha contra la inmigración, dada la proximidad de la costa italiana a Libia (en 

concreto la isla de Lampedusa se encuentra situada a sólo 225 Kilómetros de la costa de 

África),y posiblemente, sucesivamente, uno de sus hitos finales podría ser contribuir al 
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logro de la futura aplicación de un acuerdo político (que hoy en día todavía se valora no 

viable, a pesar de la conocida firma de un acuerdo inicial el 17 de diciembre de 2015)
53

,  

la subsiguiente reforma del sector de la seguridad (RSS) y el proceso de desarme, 

desmovilización y reintegración (DDR) respondiendo asimismo a otras necesidades 

urgentes de gobernanza (dada la situación de guerra civil en Libia y la creciente 

inestabilidad y las graves amenazas para la seguridad europea).Sin embargo, a 

diferencia de lo sucedido en el año 2011, en esta misión no se plantea injerencia 

(inicialmente), y si se materializa, lo será en una pequeña porción de territorio libio: en 

la última fase de la operación y ―únicamente‖ sus aguas territoriales.Esta aproximación 

no es la misma que utiliza EEUU que sí que ha realizado, no muchas, operaciones 

militares con drones sobre distintos objetivos del Daesh y grupos terroristas en Libia
54

.  

La responsabilidad de proteger sobre la población civil se efectuaría (en el 

marco de EUNAVFOR SOPHIA) sobre los migrantes desde territorio libio y no 

plantearía (al menos hasta una fase muy avanzada, ―casi final‖) la posibilidad de 

acciones militares sobre la porción terrestre del país norteafricano con lo cual, una vez 

analizados los conceptos jurídicos a los que hemos hecho referencia en este texto, la 

comunidad internacional no asumiría (stricto sensu) su prevista responsabilidad sobre 

los crímenes y violaciones a los que hemos hecho referencia anteriormente. 

La asunción de responsabilidad sería pues,a mi parecer,parcial. 

Me gustaría hacer una reflexión final de la materialización de la posible 

intervención en lo que concierne a la preparación de la Fuerza Militar y sus posibles 

acciones en aras a la protección de los derechos humanos. En ese sentido simplemente 

haría tres consideraciones: 

 La primera sería considerar que finalmente la fuerza militar actúa únicamente 

subordinada a los propios intereses del Estado. Es el ―brazo armado‖ del Estado y su 

acción en el ámbito internacional se circunscribe en este ámbito a la legalidad y las 

directrices que le otorgan las instituciones estatales, y que deriva igualmente de la 
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legalidad internacional. Su actuación bajo el marco de organizaciones internacionales se 

ciñe, en general, y finalmente, a la dirección nacional (con matices), o bien esta se 

―cede‖ normalmente bajo determinadas condiciones, relaciones de mando o ―caveats‖. 

Aunque finalmente el ejército, como decía Finer
55

, es un servidor del Estado. 

La segunda es relativa a la necesidad de establecer un marco jurídico apropiado 

para el empleo de la fuerza. Vienen a mi memoria las imágenes de los cascos azules en 

el conflicto de Bosnia sin capacidad legal para resolver situaciones comprometidas que 

provocarían el fracaso, parcial, en algunos casos de las operaciones. Ello podría suceder 

igualmente en casos similares. 

Pero también es necesaria la prevención y anticipación a las causas del conflicto. 

Antes del comienzo de las operaciones, la intervención militar, aunque sea solamente 

preparándose para ello, o realizando ―preventive o prudentplanning‖, sería necesaria 

para garantizar el éxito de las subsiguientes operaciones
56

. De igual manera la fase final 

de las operaciones (reconstrucción) puede ser la más importante y difícil en términos de 

―Measures of Effectiveness‖ (MoE) en relación a la campaña emprendida. 

La tercera es la necesidad de dotar a la fuerza militar de la necesaria flexibilidad 

en el empleo de la fuerza, para dentro del marco legal establecido, poder realizar planes 

oportunos y no imponer determinadas restricciones que en muchos casos hacen inviable 

la realización oportuna de la misión (y la desvirtúan). 

 

 

CONCLUSIÓN 

 

En definitiva, a modo de conclusión, finalmente considero importante destacar la 

preeminencia de la idea del llamado imperativo funcional (la protección de los intereses 

propios) frente a la protección de los intereses de la comunidad internacional y de los 

derechos humanos en el sistema internacional actual. 

En cualquier caso, y pese a la posible ―decadencia‖ de la responsabilidad de 

proteger por su incorrecta aplicación o por su in aplicación, y como otros muchos 
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autores, estimo que la comunidad internacional no puede ya permitirse dejar sin 

protección a los civiles en el contexto de un conflicto armado tan grave como el que 

ocurre en un país tan cercano a Europa como es Libia (como ya ocurre). 

Este podría ser el punto de inflexión para evitar este deterioro del concepto 

siendo necesario para avanzar en esta situación un mínimo consenso entre las facciones 

tribales libias y la Comunidad Internacional (fundamentalmente la Liga árabe y la 

Unión africana), a parte de la Unión Europea y los miembros permanentes del Consejo 

de Seguridad, evidentemente. 

Las posibles consecuencias de la inacción estimo así lo requerirían. 
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